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Sobre:  

 

Cobro de dinero, 

ejecución de hipoteca 

por la vía ordinaria  

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016.  

Comparece Scotiabank de Puerto Rico (Scotiabank) a fin de 

disputar una resolución del Tribunal de Primera Instancia mediante la 

cual determinó que carecía de jurisdicción para reabrir un caso que 

había archivado administrativamente. A propósito de tal resolución, 

Scotiabank presentó un escrito titulado Moción de reconsideración y/o 

moción de relevo de sentencia que, sin embargo, fue declarado no ha 

lugar por el foro recurrido. En la medida en que Scotiabank solicita la 

revisión de una resolución y no de una sentencia, acogemos el recurso 

de epígrafe como un certiorari, manteniendo el mismo alfanumérico 

asignado por la Secretaría de este Tribunal de Apelaciones por 
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cuestiones de economía procesal. Ley de la Judicatura de Puerto 

Rico, Ley Núm. 201 de 22 de agosto de 2003, 4 LPRA sec. 24y.  

El caso en cuestión tuvo su origen en una demanda de cobro de 

dinero y ejecución de hipoteca incoada por Scotiabank. En la misma, 

se alegó que Héctor A. Garavito Sánchez y María A. Amador 

Acevedo habían suscrito un pagaré del cual era dueño dicho banco, el 

cual a su vez estaba garantizado por una hipoteca. La demanda fue 

instada, según alega Scotiabank, debido a que los demandados 

incumplieron con el contrato de préstamo hipotecario al dejar de pagar 

las mensualidades vencidas. Posteriormente, los demandados 

presentaron una moción solicitando la paralización de los 

procedimientos ante el foro recurrido por estar gestionando la 

modificación de su hipoteca a través de la División de Mitigación de 

Perdidas de Scotiabank (División). En función de ello, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió una sentencia mediante la cual ordenó el 

archivo administrativo del caso. En la misma advirtió que la parte 

demandante podía solicitar la reapertura del pleito dentro de treinta 

(30) días de haberse culminado el proceso ante la referida División y 

que de no hacerlo se consideraría el archivo como una desestimación 

en los méritos.  

Posteriormente, al culminar el proceso ante la División de 

manera desfavorable para los demandados, Scotiabank presentó una 

moción solicitando la continuación de los procesos ante el Tribunal de 

Primera Instancia y que se dictase sentencia en rebeldía. Sin embargo, 

la juzgadora de instancia emitió resolución de 3 de septiembre de 

2015 en la que concluyó que carecía de jurisdicción para reabrir el 

caso, ya que el demandante presentó su solicitud luego de 
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transcurridos los treinta (30) días disponibles al efecto. En 

consecuencia, declaró no ha lugar la solicitud del demandante e indicó 

que tendría que instar un pleito independiente si deseaba proseguir 

con su reclamación. Igualmente rechazó su reconsideración. 

El escrito presentado por Scotiabank ante este Tribunal de 

Apelaciones propone como único error que desacertó el Tribunal de 

Primera Instancia al negarse a ordenar la continuación de los 

procedimientos y declararse sin jurisdicción para ordenar la reapertura 

del caso. Veamos. 

Es cierto que los tribunales tenemos el deber de examinar 

prioritariamente si tenemos jurisdicción para adjudicar un caso, al 

margen de que tal cuestión se haya levantado. Pueblo en interés del 

menor EALN, 187 DPR 352 (2012); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life 

Ins. Co., 155 DPR 309 (2001). En tal sentido, es claro que “[l]a 

jurisdicción no se presume”, sino por el contrario el tribunal tiene que 

determinar si tiene facultad para entender en el recurso que se le 

presente. Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46, 55 

(2007); SLG Oliva–Salazar v. AFF, 108 DPR 644 (1979). Ello, desde 

luego, porque “los tribunales no tienen discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay”. Yumac Home Furniture v. Caguas 

Lumber Yard, 2015 TSPR 148, 8; Mun. San Sebastián v. QMC 

Telecom, LLC, 190 DPR 652 (2014). Por tanto, la ausencia de 

jurisdicción “no es susceptible de ser subsanada”, por lo que al 

determinar que no hay jurisdicción, “procede la inmediata 

desestimación del recurso”. SLG Szendrey–Ramos v. F. Castillo 

Family Properties, Inc., 169 DPR 873, 883 (2007). 
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Sin embargo, en nuestro ordenamiento jurídico se han 

establecido varios términos con consecuencias jurídicas desiguales; 

entre ellos están los términos discrecionales, los directivos, los de 

cumplimiento estricto y los fatales o jurisdiccionales. Pueblo v. 

Mojica Cruz, 115 DPR 569 (1984). Las consecuencias de incumplir 

con alguno de estos divergen y en consecuencia dependen del término 

en cuestión. Id. En particular con respecto a los términos 

jurisdiccionales, queda claro que son insubsanables e improrrogables, 

por lo cual no pueden extenderse por virtud de la actuación judicial. 

Insular Highway Prods., Inc. v. Am. Int’l Ins. Co., 174 DPR 793 

(2008); Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1 (2000). Es 

decir, en lo atinente a tales términos y “en materia de interpretación de 

estatutos[,] se ha pautado que en aquellas ocasiones en que el 

legislador ha querido que un término sea fatal o jurisdiccional así lo 

dispone expresamente en la ley”. In re Godinez Morales, 161 DPR 

219, 237 (2004); Pueblo v. Mojica Cruz, supra.  

En el caso de epígrafe, resulta evidente que el término de treinta 

(30) días concedido por el Tribunal de Primera Instancia surge de su 

facultad para manejar el caso ante su consideración y no de una 

disposición jurídica que le prive de la misma. Tampoco detenta dicho 

foro la potestad para desprenderse de su jurisdicción ante el solo 

incumplimiento de sus órdenes. Si bien Scotiabank no podía 

desentenderse del término concedido, su incumplimiento solo podía 

generar sanciones puntuales dispuestas por el foro recurrido en los 

términos que le permite el derecho, pero en ningún caso implicaba la 

pérdida de su jurisdicción para reabrir el caso. Por tanto, erró el foro 
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recurrido al determinar que carecía de jurisdicción para reabrir el caso 

bajo examen. 

Por los fundamentos expuestos, expedimos el auto y revocamos 

la resolución recurrida. Se devuelve el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para continuación de los procedimientos de rigor. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


